
La mayor parte de la pobla-
ción en Chile tiene los servicios
de agua y saneamiento a través
de las empresas sanitarias, pero
en zonas rurales estas compa-
ñías no operan. 

En esas áreas alejadas de las
urbes funcionan sistemas más
precarios que abastecen de agua
a las personas. Estos han au-
mentado en los últimos años
por la migración pospandemia
de individuos desde las ciuda-
des a lugares más campestres y
también por el crecimiento na-
tural de dichas comunidades. 

Al cierre de 2024, según or-
ganismos ligados al Ministerio
de Obras Públicas (MOP), alre-
dedor de 2,3 millones de perso-
nas eran abastecidas por 2.441
Servicios Sanitarios Rurales
(SSR). Estos, en su mayoría,
consisten en una fuente de agua
subterránea, que pasa por un
sistema de cloración y luego se
eleva a un estanque desde don-
de salen las cañerías de agua po-
table hacia las viviendas. 

El abastecimiento mediante
camiones aljibe es complemen-
tario a los sistemas afectados
por la sequía. El 51% de dicha
población está —de mayor a
menor— en las regiones del
Maule, O’Higgins, Metropoli-
tana y Valparaíso. 

Mayor demanda

La demanda de agua potable
rural o APR —el sistema partió
en el año 1964— aumentó en los
últimos años. En 2019, la pobla-
ción relacionada a esos servicios
rondaba los 1,8 millones de indi-
viduos, según indicó la Supe-
rintendencia de Servicios Sani-
tarios (SISS) sobre la base de in-
formación del catastro de la Di-
rección de Obras Hidráulicas
(DOH) del MOP, que en esa fe-
cha computaba 1.939 sistemas
de APR. Esta cifra también fue
consignada en el Informe del
Estado del Medio Ambiente
2020 del Ministerio del Medio
Ambiente. 

En tanto, cifras de la DOH,
que incluyen los sistemas de

APR construidos por el MOP y
otros entes estatales, señalan
que en 2020 había un total de
2.319 servicios que abastecían
agua a 2,2 millones de personas,
mientras que en 2015 eran dos
millones. 

“Hay un crecimiento muy
importante de las zonas que es-
tán fuera de los límites opera-
cionales de las sanitarias, que
por definición son rurales. (Sus
habitantes) se han ido afuera de
la ciudad o del límite operacio-
nal tanto por la pandemia, pero
también para acceder a vivien-
das de menor costo”, comentó
Iván Poduje, arquitecto y direc-
tor ejecutivo de la consultora
Atisba. 

Añadió que “tenemos una ex-
pansión gigantesca en todas las
ciudades hacia viviendas de
menor costo en parcelas de

agrado, en villorrios, loteos
informales e irregulares y
campamentos en la menor
parte”. 

Normativa y obras

La DOH recordó que por
más de 50 años no existió
marco legal para el sector
sanitario rural. Pero en
2020 entró en vigencia la
Ley 20.998 que dio facul-
tades de fiscalización y ta-
rificación a la SISS sobre
los comités y cooperati-
vas de APR. 

La SISS comentó que
“son muchos los actores
que intervienen en la ley,
cada uno con sus pro-
pios intereses”, por lo
que se deben alinear los
objetivos y expectativas

millones este año (cifras en mo-
neda de 2025). 

Tarifas y cobertura

La DOH sostuvo que otro de-
safío es avanzar en “disminuir
las brechas de población sin ac-
ceso al agua potable rural”. 

De acuerdo con el estudio
“Pobres de agua” realizado en
2019 por la Fundación Amulén
—presidida por Jorge Matte
Capdevila—, el 47,2% de la po-
blación rural no tiene acceso
formal a agua potable. De ese
grupo, 15,4% recurre a camio-
nes aljibe y el resto se abastece a
través de pozos, ríos, canales o
esteros, que no aseguran la cali-
dad del recurso para consumo
humano. 

“Uno de los grandes desafíos
es desarrollar nueva infraes-
tructura, que amplíe el espectro
del suministro a aquellas áreas

sin abastecimien-
to”, destacó Javiera
Acuña, directora
ejecutiva de Funda-
ción Amulén. 

Añadió que los
SSR son adminis-
trados por perso-
nas voluntarias de

esas comunidades, quienes en-
frentan altas responsabilidades,
con recursos y capacidades li-
mitados. 

En materia de tarifas, la SISS
estimó que “será necesario co-
rregir” los casos donde los pre-
cios vigentes “no permitirán la
sostenibilidad de mediano y
largo plazo de los APR, espe-
cialmente en aquellos casos
donde las tarifas son menores a
lo necesario”. En el sector seña-
lan que en general los precios
en las zonas rurales son altos.

de la legislación. 
En temas técnicos, la DOH in-

dicó que se debe avanzar en im-
plementar medidas que apun-
ten a la eficiencia hídrica, desa-
rrollar soluciones estructurales
para cuencas con déficit hídrico,
incorporar tecnología que per-
mita monitorear permanente-
mente el agua, además de au-
mentar el uso de energías reno-
vables en esta infraestructura. 

La Superintendencia señaló
que “hay muchos sistemas que
requieren mejoras o nueva in-
fraestructura”. Agregó que “las
coberturas de saneamiento, en
alcantarillado y plantas de tra-
tamiento de aguas servidas son
muy bajas… Esto impone un
tremendo desafío al Estado en
su conjunto para que los recur-
sos lleguen y se ejecuten de ma-
nera eficiente”. 

La Asociación Nacional de
Empresas Sanitarias (Andess)
destacó que “es re-
levante que el país
s i g a a v a n z a n d o
para que las zonas
r u r a l e s c u e n t e n
con los mismos es-
tándares que las
ciudades de Chile,
tanto en términos
de calidad como de continui-
dad. Avanzar en saneamiento
es uno de los objetivos de la
Ley de Servicios Sanitarios Ru-
rales, con la habilitación y am-
pliación de las redes de alcan-
taril lado y soluciones para
aguas servidas… Resolverlo
demanda grandes inversiones,
mayores aún que las de agua
potable”.

Según la DOH, en 2024 las in-
versiones en sistemas de APR
alcanzaron los $197.717 millo-
nes, monto que subió a $284.751

Unos 2,3 millones de individuos en Chile se abastecen del recurso por este mecanismo:

Migración al campo presiona los sistemas
de agua potable rural y sector pide mejoras
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INVERSIONES
En 2024 las inversiones

en sistemas de APR
alcanzaron los $197.717

millones.

MARCO GUTIÉRREZ V. 

Personas buscarían viviendas de menor costo lejos de las urbes.
Inversiones en tratamiento de aguas servidas, soluciones para
cuencas con déficit hídrico y ampliar la infraestructura a zonas
sin suministro son las demandas de actores públicos y privados. 

Según datos de la SISS, el litro de agua –sin saneamiento– en un comité de APR de Paine cuesta $0,5 el litro, mismo
valor al de Aguas Andinas en esa localidad.

SANTIAGO DE CHILE, LUNES 16 DE JUNIO DE 2025

ECONOMÍA Y NEGOCIOS

Las principales generadoras de energía de Chile
están entrando de lleno en la carrera por robustecer
su matriz con sistemas de almacenamiento en bate-
rías (BESS, por sus siglas en inglés), una tecnología
clave para consolidar la transición energética del
país. Según un nuevo reporte de Fitch Ratings, en-
tre 2025 y 2027 se esperan inversiones por más de
US$ 2.500 millones para instalar 2,4 GW de nueva
capacidad en BESS, una cifra que refleja el fuerte im-
pulso que ha tomado esta indus-
tria en el último par de años.

La creciente participación de
las energías renovables en la
matriz –que ya representan
más del 60% de la electricidad
generada en Chile, el mayor porcentaje en América
Latina– ha planteado desafíos para la estabilidad
del sistema eléctrico. Los sistemas BESS permiten
almacenar energía, mayormente solar y eólica, y
liberarla cuando la demanda lo requiere, ayudan-
do a balancear la oferta, estabilizar la red y reducir
los precios marginales en los momentos de mayor
necesidad, explica la clasificadora.

El detonante regulatorio vino en junio de 2024,
con la publicación del Decreto 70, que reconoce la
capacidad de los sistemas de almacenamiento y les
permite recibir pagos por capacidad durante diez
años. Esto otorga visibilidad de ingresos a largo pla-
zo para proyectos que antes eran difíciles de finan-
ciar. Según Fitch, el esquema contempla pagos del

85% para BESS con tres horas de almacenamiento, y
de más del 98% para aquellos con cuatro o más ho-
ras, lo que ha disparado el interés de las compañías.

Además, la caída sostenida en el precio de las
baterías ha mejorado la rentabilidad de estos pro-
yectos, muchos de los cuales están emplazados
junto a plantas solares y eólicas para optimizar los
costos de carga y facilitar el despacho de energía a
mejores precios.

Planes de inversión

Entre las firmas que lideran esta transformación,
según Fitch, destaca Enel Chile (BBB+/Estable), que
planea invertir US$ 500 millones en BESS entre
2025-2027. Su capacidad en almacenamiento pasa-

rá del 2,3% al 7% en tres años.
Colbún (BBB+/Estable) tiene

contemplado un desembolso de
US$ 460 millones en sus proyectos
Celda Solar y Diego de Almagro,
que sumarán 456 MW de capaci-

dad, agrega la clasificadora. En tanto, Engie Energía
Chile (BBB/Estable) planea invertir US$ 530 millo-
nes en el mismo período para desarrollar 500 MW
adicionales, aunque Fitch proyecta un flujo de caja
libre negativo entre 2025 y 2027. Aun así, el apalan-
camiento esperado (entre 4,0x y 4,5x) “se mantiene
dentro del umbral de sensibilidad negativa de
4,5x”, estima.

La más ambiciosa es AES Andes (BBB-/Estable),
que tiene en carpeta 1,4 GW en desarrollo, más de la
mitad financiados mediante ventas estructuradas
verdes. En estas operaciones, los activos se transfie-
ren a una subsidiaria de AES Corporation (también
BBB-/Estable), con acuerdos posteriores de recom-
pra y operación por parte de AES Andes.

Anticipan presión sobre el flujo de caja de algunas compañías:

Generadoras apuestan por
almacenamiento de la energía: inversión
superará los US$ 2.500 millones al 2027

Las energías renovables ya representan más del 60%
de la electricidad generada para el sistema. 
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Más detalles en 
www.elmercurio.com/inversiones

Impulsadas por incentivos regulatorios y una mayor
viabilidad financiera, las grandes compañías del sector están
acelerando la instalación de sistemas de reserva en baterías.
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